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Introducción.
La responsabilidad internacional del Estado es una institución fun-
damental dentro del Derecho I-ntemacional Público, pues de no admitirse
una responsabilidad consiguiente a un acto ilícito internacional se su-
primin'a el ¡deber de los Estados. de comportarse de acuerdo al Derecho
Internacional. Está presente en todas las controversias internacionales,
de ahi la importancia de su estudio y perfeccionamiento para lograr que
todos los conflictos se resuelvan por vías jurídicas y no en base a los
factores de poder con que cuentan los Estados.
Por otra parte esta institución está en crisis de renovación debido
a que el desarrollo del Derecho Internacional ¡tambiénha incidido en
ella por los cambios de la práctica intema'cional y por la actual inter-
dependencia de los Estados en la comunidad Internacional.
La Asamblea General de las Naciones Unidas ha encomendado por
la Resolución 799 (VI-II) a la Comisión de Derecho Internacional la
codificación de los principios del Dlertcho Internacional que rigen la
Responsabilidad del Estado. Dicha Comisión nombró como Relator
Especial para este tema al jurista cuba-no F. V. García Amador, quien
ya ha presentado seis informes en donde se estudian distintos aspectos
de la Responsabilidad internacional del Estado. Una subcornisión inte-
gralda por varios miembros de la Comisión de Derecho Internacional
ha su‘cedido actualmente al Relator Especial debido a las complejidades
que se presentan para sentar las bases de codificación de esta institución.
El antecedente más imlportante de esta labor de codificación cons-
tituye lo ¡tratado por la Primera Conferencia de Codificación de la So-
ciedad de las Naciones, que se reunió en La Haya en 1930, en donde
la ReSponsabih'dad de los Estados por los daños causados en su terri-
torio a la persona o bienes de los extranjeros constituyó la labor de la
tercera Comisión, pero en ella _sóilose llegó a aprobar el texto de diez
artículos.
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La Escuela de Derecho de Harvard preparó en 1929 con motivo
de esta conferencia, un proyecto de 18 artículos, acompañados de sus
antecedentes judiciales y doctrinales. La Comisión de Derecho Inter-
nacional de las Naciones Unidas al emprender nuevamente la tarea de
codificar la Responsabilidad internacional del Estado sugirió a esta
Escuela la conveniencia de un nuevo estudio del tema, por lo cual ésta
preparó un segundo proyecto, obra de los doctores Louis Sohn y R.
Baxter. Al comparar ambos proyectos se ve claramente la evolución
de los conceptos jurídicos de la responsabilidad internacional.
Los proyectos de codiﬁcación a los cuales hemos hecho mención,
así como la mayoría de las decisiones judiciales, se reﬁeren a la respon-
sabilidad del Estado por daños causados en su ten-¡torio a la persona
o bienes de los extranjeros, es decir a una situación particular de la
responsabilidad sin contemplar todas las situaciones que pueden presen-
tarse, por ejemplo la responsabilidad de un Estado hacia otro Etado
por la violación de un tratado o de otra norma del Derecho Interna-
cional. El respeto al extranjero es una entre muchas de las obligaciones
del Estado frente a la comunidad internacional. Para determinar con
exactitud la estructura jurídica de la responsabilidad internacional debe-
mos tener en cuenta, que ella resulta no sólo de la infracción de una
en particular, sino de la violación de cualquier obligación internacional.
Concepto de la Responsabilidad ¡mermcioml
Un Estado internacionalmente es reSponsa'ble cuando viola una obli-
gación jurídica impuesta por una norma de Derecho Internacional ge-
neral o del Derecho Internacional Particular, es decir por haber cometido
un acto ilícito internacional. Dicha norma puede estar originada en la
costumbre, en un tratado o en. los demás modos de constatación del
Derecho Internacional comprendidos en el art. 38 del Estatuto de la
Certe Internacional de Justicia.
La existencia de un anden jurídico internacional demanda a los
sujetos a los cuales se imponen deberes, que respondan por el incum-
plimiento de los mismos. En la te0ría y en la práctica internacional se
ha considerado que esa situación se taduoe en una obligación de repa-
rar, que puede consistir en el reestablecimiento de la situación anterior
al acto ilícito, o en una indemnización, o en una combinación de
ambas. Podemos decir que la obligación de reparar es sustitutiva de
la originaria violada por el acto contrario al Derecho Internacional.
La Corte Permanente de Justicia Internacional en el caso Cborzow,
declaró: “Es un ¡principiode Derecho Internacional que la violación
de un compromiso supone la obligación de reparar en forma adecuada,
la reparación es pues, el complemento indispensable en la aplicación
de un convenio, sin que sea necesario que figure en el convenio mis-
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mo’”. Es decir, que para el tribunal la violación de una obligación
y el deber de reparar son dos nociones jurídicas que se identifican.
El art. 1‘? del nuevo Proyecto Harvard, mantiene esta solución,
pero Cambiando la titularidad de la reclamación2 “. . . El Estado que
es responsable de _tal acto u omisión tiene el deber de relparar en conse-
cuencia los daños a un extranjero, o a un extranjero reclamante en su




El deber de reparar comprende tanto el restablecimiento de la si-
tuación anterior o una indemnización de los daños y perjuicios, homo
también medidas de “satisfacción” al Estado damnificado. Dichas me-
didas de “satisfacción”, que pueden ser incluso pecuniarias tienen un
marcado carácter puni-tivo. La misma reparación ¡de los daños y per-
juicios puede revestir este carácter, en los casos de manifiesta discor-
dancia entre el daño causado y su monto.
En consecuencia no es posible identificar la responsabilidad inter-
nacional con la responsabilidad d'el Derecho Civil, pues esta última tiene
fundamentalmente un contenido económico, mientras que si bien el Idaño
económico juega en el deber de reparar una obligación internacional,
éste no la agota, pues puede llegar a tenerse en cuenta para determi-
narlo la gravedad del daño político o moral que ¡puedesignificar para
el estado un acto ilícito contra el cometido. En ese sentido Anzilotti
expresa: “El elemento esencial de las relaciones entre dos Estados no
es el elemento económico, aunque éste constituya, en último término el
substractum; es más bien un elemento ideal, el honor, la dignidad. el
valor ético de los sujetos. Resulta que el solo hecho de que un Estaido
vea
_que uno de sus derechos ha sido desconocido por otro Estado, im-
plica un perjuicio aunque no se deriven Ide él consecuencias materiales” 3.
La obligalción de reparar puede no ser la única consecuencia del
acto ilícito internacional, pues podrían imputarse sanciones al Estado
que lo cometió. La existencia de sanciones es fundamental para todo
ordena-miento jurídico, pues éste es esencialmente un sistema coercitivo.
Se ha negado este carácter al Derecho Internalcional Público. Josef
Kunz, en contra de esta idea, expresa: “La supuesta ausencia de san-
ciones ha si'do el argumento de quienes niegan a las nor-mas de Derecho
Internacional el carácter de normas legales. Es que el Derecho Interna-
1 Collection of Judgements, Serie A, núm. 17, pág. 47.
2 The American Journal of International law (1961, núm. 3). pág. S48.
3 Dionisio Anzilotti, Cano de Derecho Internacional, trad. de la 3“ ed. italiana,
por JULIO lópez OLIVAN (Madrid, ed. Reus S. A. 1935). Tomo l
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.cional como ordenación legal altamente de9centralizada no tiene orga-
nismos centrales para la determinación de delitos y ejecución de san-
ciones, no existe el monopolio de la fuerza a disposición de un organ'smo
central, no se distingue entre sanciones penales y sanciones civiles, y
todas se fundan en la responsabilidad colectiva. Cada Estado debe
atribuirse la autodeterminación del delito y aíplicasrla sanción" 4.
Las sanciones tradicionales del Derecho Internacional han sido
las represalias y la guerra, éstas han constituido la justicia privada,
“procedimientode realizar y poner en vigencia al derecho en un or‘den
legal primitivo" 5, pero en el estado actual de evolwcióndel Derecho
Internacional dada la obligación de los Estados de recurrir al arreglo
pacíﬁco de sus controversias y la prohibición del recurso a la fuerza,
salvo el caso de legítima defensa, no podría darse la aplicación unila-
teral de estas sanciones por el Estado, como autotutela de sus propios
derechos.
Pero en cambio, no se ha otorgado a las Naciones Unidas la posibi-
lidad de aplicar sanciones en el caso de cualquier violación del Derecho
Internacional. La ¡competenciadel Consejo de Seguridad se limita a laaplicación de estas sanciones en el caso de “amenaza de la paz, quebran-
tamiento de la paz o actos de agresión”. Josef Kunz destaca que la única
excelpciónes el inciso 2 del artículo 94, de la Carta de las Naciones Uni-
das, en el que el Consejo de Seguridad puede dictar medidas en el caso
de que no se lleve a efecto la ejecución de un fallo de la Corte Intema-
cional de Justicia, señala que “es ¡elúnico caso en que el Consejo de Segu-
ridad puede aplicar sanciones ejecutivas, convirtiendo a las Naciones Uni-
das, en esta instancia, en un organismo que hace cumplir la ley”“.
Eiementos constitutivos de la responsabilidad.
l) El elemento objetivo: consiste en una aeción u omisión que viola
una obligación internacional del Estado, 'es decir, que la conducta que
origine tal violación puede consistir en una acción positiva o en la omisión
de una conducta debida, por ejemplo, la obligación que establece el art.
22 inciso 2 de la Convención de Viena de 1961 ¡sobreRelaciones Diplo-
máticas de que “El Estado receptor tiene la obligaciónespecial de adoptar
todas las medidas adecuadas para proteger los locales de la misión contra
toda intrusión o daño y evita-r que se turbe la tranquilidad de la misma
o se atente contra su dignidad". Existen en el Derecho Internacional
‘ JOSEP L KUNZ, “Sanctions in International law", Tb: Amaia» Journal of
[atenuaan law, vol. 54 (1960, núm. 2), pág. 329. '
5 Josnr L KUNZ, “Individual and Collective Self-d'e'fense in Article 51' of
the Charter of the United Nations", Tba Amin» Journal of [mmm-l [4ra
(1947. núm. 4), pág. 877.
° Josu: L Kunz, ibü, non 4.
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al igual que en el Derecho Interno respecto de los individuos, normas
que imponen al Estado una obligación general de observar determinada
conducta y otras que le imponen la obligación de ejecutar algún acto.
Un caso muy característico dentro de los actos de omisión, sería el que
ya hemos destacado, constituido por el incumplimiento de una sen-tencia
de la Corte Internacional de Justicia.
2)‘ Necesidad de que se produzca un acaecimiento exterior o daño.
Es necesario para que surja la responsabilidad del' Estado la existencia
de un evento exterior que produzca un 'daño, aunque éste puede no tener
un contenido económico. Pero no es suficiente la sola posibilidad de
que éste pueda producirse. No basta una medida de carácter general,
sino tiene que haber actos concretos de ejecución q-ue causen un per-
juicio, y recién podrá plantearse Una reclamación diplomática cuando
haya tenido lugar esta acción.
En el Martinio Claim, planteado en virtud del Convenio Yugoes-
lavo-Estadounidense, debido a la nacionalización por el primer país de
bienes pertenecientes a extranjeros, se decidió: “Que la simple posibi-
lidad de que el gobiemo- yugoeslavo cambiara de parecer sobre la nacio-
nalidad de Martinio (naturalizado estadounidense) no bastaba para dar
motivo a una pretensión de indemnización” 7. El mismo principio se
sentó en el Mariposa Claim, entre Paraná y E.U.A., en el cual se
decidió que: “La ley de expropiación recién causaba perjuicio cuando
se aplicara a la finca en cuestión” 3.
3) El abuso de Derecho. Es controvertida la posibilidad de que
se origine responsabilidad por el abuso de un derecho reconocido por
el Derecho Internacional, es decir, no por la infracción de una obliga-
ción sino por el ejercicio de un derecho de manera arbitraria. Para
Oppenheim la nesponsabilidad en este caso surge cuando “un Estado
ejerce su derecho de tal modo que causa .un perjuicio a otro Estado que
no es posible justificar por una consideración legítima de su prOpia ven-
taja” 9. Lo considera: “Uno de aquellos principios generales de derecho
reconocidos por las naciones civiliza‘das que la Corte Internacional de
Iusticia viene obligada a aplicar en virtud del art. 38 de su Estatuto” 1°.
La Corte Permanente de Justicia Internacional, en el caso de las
Zonas libres de la Alta Saboya decidió que “Francia en la frontera polí-
7 ¡cruz SEIDL-HOHENVELDERN,Caro: Práctico: de Derecho Internacional Pú-
blico, (Barcelona, ed. Sagitario S. A.. 1958), pág. 170.
3 IGNAZ 5mm. (HOHENVBLDERN, ap. al, pág. 170.
9 y 1° L. OPl’BNHElM,de la 8a edición inglesa a cargo de Sir Hersch Laure:-
pach, Tratado ¿a Derecho Internacional Público, (md. López Oliván y J. M. Castro
Rial (Barcelona, ed. Boch 1961), torno l, págs. 366 y 367.
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tica, dado que no podría establecer aduanas, podía exigir pagos fiscales
de otro carácter, tan sólo cuando ello no fuera constitutivo de un abuso
de derecho que infringiese la prohibiciónde la imposición de aduanas“ 11.
La Corte Internacional de Justicia también se refirió a este principio en
el litigio de las 'pesquerías anglo-noruegas en el que se discutió si el
método empleado para delimitar la zona de pesquería (líneas de base)
era contrario o no al Derecho Internacional 12.
Otras situaciones en que un Esta‘do aún obrando dentro de su dere-
cho incurriría en responsabilidad, serían por ejemplo, el modiﬁcar el
curso de un río en detrimento de los demás ribereños, o que actividades
industriales en su territorio causen perjuicios a bienes o personas situadas
en otro Estado. En el caso Trail Emelter, llevado a arbitraje debido
a que un horno de fundición canadiense causó lpor sus emanaciones de
humo daños en el territorio estadounidense, se entendió que un Estado
no puede usar ni permitir el uso de su territorio de _ta.lmanera que se
causen perjuicios a otro Estado, y que el Canadá debía efectuar com-
pensaciónpor daños 13. ‘
García Amador ha incluído a la prohibición del abuso de derecho
en el art. 2 de su anteproyecto revisado, entendiendo por tal: toda acción
contraria a las normas del derecho internacional que rigen el ejercicio
de los derechos por el Estado 1‘. En la convención sobre la Alta Mar
de 1958, se establece en el art. 2 que las libertades que se conceden
serán ejercidas per los Estados en consideración a los intereses de otros
Estados.
Responsabilidad subjetiva u objetiva ur el Derecho
El dolo y la culpa como hechos psicológicosque son sólo se dan 'en
el individuo, por lo tanto cuando se habla de responsabilidad subjetiva
u objetiva es en el sentido de determinar si es necesario, para imputar
determinado incumplimiento de una obligación internacional al Estado,
que haya habido dolo o culpa en la conducta de individuos que es atri-
buída por el Derecho Internacional al Estado.
11 IGNAZ SBIDL‘HOHBNVBLDBRN,op. cin, pág. 42.
12 Ver C. JOHN COLOMOS, Derecho International Marítimo, trad. J. L. de
Azcarraga (Madrid; ed. Aguilar, 1961), pág. 75.
13 IGNAZ SBmLaI-IoHannLDnnN, op. al, pág. 67 y 133.
1‘ F. V. GARCÍA AMADOR, "Remomabilüd International: Sexto Informa”,
Anuario de la Comisión de Derecho Internacional (1961, Volumen ll (A/CN. 4/134
y add. l), pág. 51. Este autor encuentra que si bien no- puede afirmarse inexis-
tencia stricto sensu. de una obligación internacional que prohíba los ensayos nu-
cleares, podria generarse un abuso de duecho si se invoca. la libertad del mar o
del espacio ultraterrestre. Ver su quinto informe en esta misma publicación (1960.
Vol. n), pag. 63. -‘ _.
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La posición tradicional que se remonta a Hugo Grocio, parte del
principio del Derecho Romano :de la necesidad del dolo o la culpa en
incumplimiento de la obligación. Para Oppenheim “El acto lesivo de
un Estado para otro Estado no constituye, sin embargo, un delito inter-
nacional si ha sido cometido involuntariamente sin mala fe o negligencia.
culpables”1°. Es decir, que surge la responsabilidad cuando el efecto per-
judicial de una conducta ha si‘do previsto y querido por el órgano. En
cambio, si la responsabilidad internacional es objetiva surgiría con la
'sola violación de la obligación. '
No parece ser esto solucionable “a .prioni”,ningún ordenamienot
jurídico requiere en todos los casos dolo o en todos la mera infracción
de la norma. Tal es la opinión de Anzilotti, que de una posición neta-
mente objetivista, sostuvo luego “Puesto que se trata de una condición
eventual de la imputación de hechos individuales ad Estado, y puesto
que, la imputación es siempre un efecto de las normas jurídicas, es este
un problema de interpretación. Siempre que existe una norma que prevee
'la responsabilidad internacional de E., hay que ver si ella, según su
sentido subordina la imputación al dolo o a la falta de los órganos o solo
a la existencia de un hecho objetivamente contrario al Derecho Inter-
nacional” 1°.
Siguiendo esta interpretación, si tomamos los casos de responsabi-
lidad por actm de particulares, que no obligan al Estaldo sino en caso
de cierta actitud de sus órganos, según la teoría de Grocio de ‘1patientia”
o “receptus”, sería un tipico cmo en donde es necesario dolo o culpa,
pero de él no podemos extraer la conclusión de que en todos los casos
es necesario este elemento. En los actos de “omisión” por ej.: la res-
ponsabilidad se origina en la negligencia en tomar determinadas medidas,
y la negligencia es m8 una especie de responsabilidad absoluta que un
tipo de culpabilidad, pues la culpa ya integra la obligación.
García Amador destaca que la jurispmdencia internacional no es
clara en esta materia, y que en el único caso que pqdría sostenerse la
exigencia de este requisito por la CI J es el del Canal de Corfú, peno
ello dependería de la forma de interpretar la sentencia; en los demás
casos el tribunal estimó que cualquier violación imlputable y voluntaria
de una obligación constituye un acto ilegal ¡7. En su anteproyecto, otorga
a la responsabilidad en principio el carácter de objetiva, ya que ésta
surge por el incumplimiento de una obligación que causa daños consig-
nando luego expresamente los casos en que se requiere culpa.
15 L. OPPBNHBIM, op. 551., tomo I, pág. 163.
1° DIONISIO ANZlLO'ITI, op. sin, tomo l, pág. 436.
5' 17 P,‘ V. GARCÍA AMADOR, ¡M1, Quinto Informe; 1960 Volumen “Il (ïA/CN
4/125). pág. 61.
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El ¡desarrollode la técnica plantea nuevas hipótesis de responsabi-
lidad objetiva debido a los riesgos que implican experimentos cientíﬁcos
como explosiones atómicas para terceros Estados 1°.
Verdross, opina que tiene que haber un principio de culpa en el ór-
gano, para que la acción u omisión puedan ser imputadas al Estado. En
las cuestiones dudosas se podrá acudir a los principios generales del
derecho, reconocidos por las naciones civilizadas, .pero destaca que estos
reconocen excepcionalinente la responsabilidad objetiva 1°. Esto es así,
debido a que lo que caracteriza a los actos humanos es la intención con
que se realizan, y muy dificilmente puede dejarse de lado tal intención
al considerarlos desde el punto de vista de la responsabilidad.
Responsabilidad directa e imirecta del Emula.
La actividad del 7stado no es más que actividad de individuos; es
menester determinar que condiciones deben darse en ellas para que se
atribuyan al Estado acciones que infringen el ordenamiento internacional.
La responsabilidad “directa” del Estado, deviene de las acciones
u omisiones ejecutadas por individuos investidos del carácter de órganos
del Estado, en violación de las normas de Deredho Internacional que
exigen al Estado determinados multados.
El Derecho Internacional [deja a los ordenamientos nacionales la
determinación de las personas que han de considerarse órganos del Esta-
do. Podemos interpretar esto con el criterio de Hans Kelsen de que las
normas del Derecho Internacional son normas incompletas, en el sentido
de que determinan lo que ha de hacerse o evitarse, obligando al Estado
y dejando a éste la determinación del elemento personal, el inidividuo
que con carácter de órgano del Estado debe cumplir el ordenamiento
internacional 2°.
Verdross solo toma en consideración los actos de órganos que ejer-
cen la supremacía del Estado, excluyendo los ¡deotros órganos que ejer-
cen otras funciones del Estado, 'por ejemplo, las económicas (una em-
presa de ferrocarriles). En estos casos, de surgir ¡responsabilidadésta
será indirecta. En este sentido el último Proyecto Harvard expresa en
el 2 Punto del art. 17: “Los términos “órganos del Estado", “oficina
de un Estado", “oﬁcial de un Estado", “dependientede un EstadO".
como es usado, en esta Convención, no incluye cualquier órgano, oﬁcina,oﬁcial o dependiente de cualquier empresa normalmente considerada.
13 Ver nota 14.
1° A].an VBRDROSS,Derecho International Público, Ind. A. Truyol y Sem
(4 ecL, Madrid, ed. Aguilar, 1963). Pág. 302.
a HANS Kmsm, Teoría Guard del Derecha y ¿d Brida, (nd. B. García
Maynez (2° ed. México; Imprenta Universitaria, 1958). pág. 408. - .
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como comercial de la cual es prepietario en todo o en parte el Estado
o una entidad comprendida en el parágrafo l, y tal empresa es, según
el derecho de tal Estado, una persona jurídica separada con respecto
a la cual el Estado no acuerda inmunidad en sus propios tribunales o no
reclama inmunidad en tribunales extranjeros” 21.
Los actos de las provincias o municipios que integran el Estado,
se consideran desde el punto de vista internacional, como provenientes
de los órganos del Estado central, no importando lo que expresa la
constitución del Estado acerca de los poderes reservados o delegados, ya'
que es propio del Derecho Internacional un concepto unitario para con-
siderar al Estado.
El art. -l4 del Proyecto de García Amador, expresa: “Los actos y
omisiones de las sub'divisiones ¡políticasson imputables al Estado cual-
quiera que sea la organización interna de éste o el grado de autonomía
legislativa, judicial o administrativa que disfrutan aquéllas”. La misma
opinión sientan ambos proyectos de Harvard.
El individuo o individuos que revisten el carácter de órganos, tie-
nen según el ordenamiento nacional, una competencia limitada y puede
ocurrir que en el ejercicio de ‘sus funciones excedan o infrinjan esa
competencia. Si a consecuencia de ello se infri-ngiese una obligación
internacional, la responsabilidad se atribuye al Estado, aunque éste con-
sidere desde su punto de vista que su órgano al actuar ilicitamente no
ha ejecutado un acto de Estado.
El art. 8, inc. 2, del proyecto de La Haya de 1930, expresa: “El
Estado incurre igualmente en responsabilidad internacional si el daño
sufrido por el extranjero resulta de actos contrarios a las obligaciones
intemalcionales del Estado ejecutados por sus funcionarios excediéndose
en sus atribuciones pero al amparo de su carácter oficial”. Se exoeptúa
el caso .de que “la falta de atribuciones {del funcionario sea tan manifiesta
que el extranjero debía advertirla”. En este caso la situación sería idén-
tica al acto de un particular; habrá responsabilidad de parte del Estado
según la actitud que tome ante ese hecho lesivo. El artículo 12 del
proyectode García Amador es similar. El ¡nuevo proyecto Harvard atri-
buye los actos al órgano cuando este ha actuado “dentro del ámbito de
su efectiva o aparente autoridad o dentro del ámbito de su función”.
ReSponsabilidad por los actos de los órganos.
l) Organos Constitucionales y Legislativos
Debido a la primacía de las normasinternacionales sobre las normas
internas puede el Estado eludir que se le impute la responsabilidad
por un acto ilícito intemalcional invocando disposiciones de su Derecho
31 Ibidam, nota 2.
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Interno, según las cuales no sería ilícito un acto al cual el Derecho Inter-
nacional otorga este carácter. La obligatoriedad de una ley opuesta al
Derecho Internacional, “sólo es a efectos internos y provisonales"22. En
la instancia intemalcional toda la actividad del Estado está. sometida a
un control de legalidaád,aun la proveniente de órganos constitucionales
o legislativos".
La Corte Permanente de Justicia Internacional, en el fallo sobre
“Ciertos Intereses Alemanes en La A-lta Silesia Polaca" (1926) expresó:
“Desde el punto de vista del Derecho Internacional y del Tribunal, que
es su órgano, las leyes nacionales son simples hechos, manifestaciones
de la voluntad y de la alctividad de los Estados, al-igual que las decisio-
nes judiciales o las medidas administrativas”. El art. S del Proyecto de
la III Comisión de La Haya de 1930, expresa: “Un Estado no puede
eludir la responsabilidad internacional invocando su derecho interno"?!
En el caso Shufelíd, también se 'hizo aplicación de este principio.
Shufeld ciudadano norteamericano fue desposeído en 1928, de una con-
cesión otorgada anteriormente por el gobierno guatemalteco; este go-
bierno alegó ante el árbitro internacional que su poder legislativo había
actuado de acuerdo con su Constitución. El árbitro resolvió que: “es
norma aceptada del Derecho Internacional que no es admisible que un
soberano interponga una ¿de sus ,propias leyes para'ianpedir el reclamo
de un soberano extranjero por daños causados a sus súbditos” 2‘.
Las obligaciones inter-nacionales 'ch Estado pueden ser dejadas de
lado tanto por la promulgación de leyes o de disposiciones constitu-
cionales que les sean incompatibles, como por la omisión =de la promul
gación de aquellas necesarias para cumplir tales obligaciones. "
Un caso de responsabilidad por omisión del órgano legislativo,
podemos encontrarlo en el caso del “Alabama”, buque confederado que
causó cuantiosos daños a la Unión, el conﬂicto se planteó entre Gran
Bretaña y Estados Unidos de América, pues dicha nave había sido ar-
mada y equipada en jurisdicción británica. [a cuestión fue llevada a
arbitraje por el tratado de Washington de 1871, decidiendo el árbitro
que Gran Bretaña no poldía aducir, para justificar el no haber eiercido
la debida diligencia (se habían sentado diversas hipótesis de debida dili-
gencia en el compromiso) la insuficiencia de los medios legales de acción
que tuvo a su alcance. Finalmente se la condenó a pagar una indemni-zación de 15.500.000 dólares 2“.
22 ALFRBD anoss, op. ci, pág. 65.
2‘ Apéndice de "h mer Internado“): Pn'm Informa”, (1956. vol.
n). (NCN. 4/96), pág. 221.
ﬂ IGNAZ Samt-Houmvammm, op. cin, pág. 26.
25 C. Jon-m Conounos, op. cin, pág. 458.
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Esta responsabilidad por omisión del órgano legislativo produce
la eﬁcaz consecuencia de obligar a los Estados a 'adecuar su legislación
a sus obligaciones internationales, así Gran Bretaña ¡al año siguiente
del caso anterior dictó la “Foreign Enlisment ,Act”2° en la cual prohibió
actividades similares por las cuales se había visto obligada en el caso
del “Alabama”.
El caso Manzo es similar al anteriOr; se planteó ante una comisión
arbitral entre Estados Unidos y Panamá. Manzo ciudadano panameño
sufrió heridas trabajando con ¡una máquina .de un Departamento de los
Estados Unidos. Este país alegó que según su derecho el Esado no se
hacía responsable del proceder culpable de sus ,departamentos. La Oo-
misión decidió que “Estados Unidos era responsable aún cuando sus
leyes no previeran compensaciones por tales ldaños”, si ellas son debidas
según las nomas jurídicas generales, agrega Seidl _Hohenveldem remi-
tiéndose al concepto de que de ellas da
_Verdross27.
2) Responsabilidad por los Actos Administrativos
Estos órganos son los que con mayor frecuencia ¡por motivo de sus
funciones violan el ordenamiento internacional. Con res-pecto a ellos
también se presenta la hipótesis de ejercicio fuera de
_lacompetencia.
El Estado es responsable de la conducta de todos sus agentes públi-
cos sin que quepa haccr_distinciones según el cargo que ocupan en _la
jerarquía administrativa. En cambio en el proyecto de Harvard de 1929
se hacía distinlción entre los actos de autoridades superiores, de _loscualessurgía la responsabilidad por el agotamiento de los recursos locales, y
los actos de los funcionarios subalternos, respecto de los cuales la res-
ponsabilidad podía surgir por no haber el Estado aplicado a éste una
sanción disciplinaria 23. Sin embargo está distinción carece de impor-
tancia, y ya no se halce en el nuevo anteproyecto, cuyo art. 16 en su!
punto 2 expresa: “Los términos funcionarios de un Estado y empleados
de un Estado, como es usado en esta Convención, incluyen ambos a
funcionarios civiles o a emlpleados del Estado y todos los miembros de.
las Fuerzas Armadas o de las organizaciones para-militares”.
En el caso Massey, que se planteó entre E.U.A. y México, elárbitro decidió: “Cuando un
_aoto improcedente de un funcionario, cual--
quiera que sea su jerarquía según la ley nacional, da lugar a que unanación falte en el cumplimiento de sus obligaciones según el Derecho
internacional, la nación debe asumir la responsabilidad de los actos inde-
bidos de sus servidores"2°.
2° C. JOHN Comunes. op. al, pág. 456.
27 IGNAZ SEDL-HOHENVBLDBRN, op. al, pág. 129.
2" Ibídm, neta 23, pág. 225.
2° 0. F. A., 'ConM'baa'oner de lo; Brida: Americana", pág. 102.
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RespasabilidnddelEstaloporlosactoaneólgmjuüáalea.
Las decisiones judiciales son sudoeptibles de comprometer la res-
ponsabilidad internacional del Estado, pues puede cometerse un actoilícito internacional en el juzgamiento de una situación particular, en la
cual intervengan elementos internacionales.
Su ilicitud puede consistir en la aplicaiciónde una disposición inter-
na contraria a las obligaciones inter-nacionales ¡delEstado 9°. Por ejem-
plo, la sentencia aplica a una ley -m0dificatoria de una materia regida
por un tratado aun en vigor. El Juez Nacional se encuentra en una
situación difícil; está obligado por su Derecho Interno, pero por otra
parte, debe tener en cuenta al ordenamiento Iintemacional 3‘, tratando
que su decisión esté de acuerdo con éste, siempre que pueda presumir
de que el Estado no trata de violar el Derecho InternacionaL Vendross
destaca que “la evolución jurídica más reciente se inclina a considerar
que los órganos estatales quedan directamente obligados por el Derecho
Internacional a negarse a obedecer excepcionalmente a una ley de su
propio Estado si el órgano en cuestión al aplicarla, incurriera en un
delito internacional 32. '
El órgano judicial puede también generar responsabilidad por la
no aplicación de un principio de Derecho Internacional que rige en
caso que se juzga, aún en el caso de que éste no halla sido adoptado
expresamente por una ley de su país, por aplicación del sistema de eje-
cución interna general de las normas jurídicas internacionales universal-
mente reconocidas 33.
No se considera en cambio responsable al Estado, por el error
judicial en la aplicación de su Derecho Interno, siempre que el fallo
dictado por los jueces de la causa sea fundado y serio, aunque sea errada
su fundamentación legal en el caso concreto. La Corte Permanente de
Justicia Internacional, en el caso “Lotus” expresó: “El hedho de que las
autoridades judiciales hayan cometido un error e'n la elección de las dis-
posiciones legales aplicables al caso 'y compatibles con el Derecho Inter-
nacional, afecta únicamente al Derecho Interno y sólo puede interesar
3° ROGER PIN'IO, "La Inge Interna Francais davant le: regla: du Droít Inter-
national Public”, trad. Margarita Argúas, Revista Jurídica de Buenos Aires (1962.
1-11). pág. 53. Señala que "el juez francés no puede ampararse pura y simplementedetrás de otras autoridades constitucionales, ya sea el gobierno o parlamento. Su
actividad contraria al Derecho Internacional lleva consigo"la responsabilidad intem-
cional del Estado".
31 Ver ROGER PINTO, Mi», nota anterior, pág. 47 y ss.
32. ALFRBD Vmaoss, op. cia, pág. 64.
33 Annan anoss, op. cia, pág. 68.
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al Derecho Internacional en tanto implique una infracción de una norma
convencional ola posibilidad de una denegación de justicia”3‘.
Debe el Estado asegurar a los extranjeros «una administración de
justicia ordenada, y es responsable en el caso de que se haga una apli-
cación diferenlciada de los principios |pr0cesales reconocidos internacional-
mente, impidiendo, por ejemplo al extranjero, el acceso a la vía judicial,
o demorando una sentencia indebidamente.
El Derecho Internacional, entiende también que un acto judicial es
antijuridico, cuando consiste en lo qtue Verdross llama “una violación
cualificada del Derecho Interno” 35, por implicar Ja sentencia a una injus-
ticia maniﬁesta, por su arbitrariedad, 'o cuando se causa un daño a un
extranjero bajo la apariencia de la aplicación de la ley.
A este respecto, el Proyecto del Institut de Droit Inter-national de
1927, expresa en su art. 6: “El Estado es asimismo responsable si el
procedimiento o la sentencia constituyen una injusticia notoria. . .” 3°. El
primer proyecto de Harvard, en su art. 9, también habla de “sentencia
notoriamente injusta”, y el alctual en el art. 8 inc. a) y b) las considera
ilícitas: “Si es una clara y discriminatoria violación del derecho de ese
Estado, o si se aparta irrazonablemente'de los principios de justicia réco-
nocidos por los principales sistemas legales del mundo”; según está última
posibilidad, aún cuando no se haya infringido el Derecho Interno, el
Estado ¡incurreen responsabilidad si el acto ru omisión supone el desco-
nocimiento de una norma generalmente aceptada en la administración
de justicia.
Toda violación del ordenamiento internacional por el orden judicial,
se suele comprender bajo la expresión “denegación de justicia”37,pero
tal interpretacióndespoja a la expresión de valor técnico, pues ya hemos
visto que se dan distintos supuestos de actos ilícitos cometidos por el
poder judicial. ,Verdross destaca, que la sentencia del caso Chattin da
a la expresión un contenido preciso: “There must be an injustice ante-
cedent to the denial and the denial after it” 3°. Es ldecir,que habiéndose
producido un acto ilícito internacional un tribunal se niegue a atender
como corresponde una demanda de reparación del daño por el perjudicado.
Responsabilidad por actos Ide particulares y ¡pordistm'bios internos.
La responsabilidad del Estado no surge del acto ilícito de las per-
sonas privadas, sino de la conducta que hayan observado sus órganos en
34 Tomado de CHARLES ROUSSEAU, Derecho Internacional Público (2° ed.,
ed. Ariel,'l961), pág. 368.
35 Atrium anoss, op. dt, pág. 307
3° IMM», nota 23. pág. 221.
37 y 38 Ver ¡ian anoss, ap. cin, pág. 283.
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relación a dicho acto. Ip que se atribuye al Estado no es la conducta
original que causó el daño, sino el incumplimiento de una obligación inter-
nacional que se determina de acuerdo al criterio de “debida diligencia".
Esta “debida diligencia” no es definible exactarmnte, su análisis hay que
hacerlo con relación a las modalidades de cada caso, pero es útil en cuan-
to señala que el Estado no es responsable por todos los actos de los par-
ticulares, aún cuando estos hayan obrado con culpa o dolo, sino cuando
sus órganos omitieron tomar las medidas de prevención y represión que
lógicamente tomaría otro Estado en esas circunstancias.
Hugo Grocio, enunció este principio, oponiéndolo al de la “solida-
ridad del grupo" que hacía a1 Estado responsable en todos los casos.
García Amador se refiere a esta hipótesis de responsabilidad en el
art. 7 de su anteproyecto. El inc. l de este artículo señala que la res-
ponsabilidad surge |cuando: “. . .las autoridades han mostrado una negli-
gencia notoria en la adopciónde medidas que, atendidas las circunstancias,
se toman normalmente para evitar la ocurrencia de tales hedhos". En el
inc. 2 del mismo ar-tículo destaca de entre las circunstancias del hecho
lcsivo: su previsibilidad, y la posibilidad material que tenga el Estado de
evitarlo 3°. El inc. 3, similar al art. 13, inc. 2, del nuevo proyecto Han-
vard, hace responsable al Estado por la no aprehensiónde quienes cau-
saron un daño a un extranjero únicamente si de esta manera se priva a
éste de la oportunidad de demandados para cobrarse los daños o per-
inicios.
Un Estado responde por los actos ilícitos de revolucionarios única-
mente en el caso de que éstos triunfen y se constituyan ellos mismos en
gobierno de ese Estado.
Responsabilidad indirecta del Estado.
Esta se origina cuando un Estado asume la responsabilidad por un
acto cometido por otro sujeto de Derecho Internacional. Implica la exis-
tencia entre ambos de un vínculo especial de dependencia jurídico inter-
nacional, rpor ejemplo, un Estado mandatario respecto de la colectividad
sometida a su mandato.
En estos casos no coinciden el sujeto de la obligación y el sujeto
de la responsabilidad, si bien podemos imputar al otro sujeto de Deredho
[ntemacional la violación de la obligación; la imputaciónde la respon-
sabilidad recae sobre el otro Estado. "
Rousseau señala la aplicaciónde esta responsabilidad derivada en
los casos: “Reclamaciones británicas por daños causados a súbditosingle-
ses enla Zona Española de Marruecos (C.uP.J.I.) 1925, en el'asunto
3° Milan, nota 14, pág. 52.
de los Fosfatos de Marruecos (C.-P.J .I.) 1938, Derechos de súbditos
norteamericanos en Marruecos (C.I.J.), 1950"“.
La reclamación internacional.
La responsabilidadque surge con motivo de un acto u omisión ile-
gal se hace efectiva mediante lla reclamación internacional.
Cuando el acto ilícito ha sido dirigido contra el Estado mismo, lógi-
camente es éste el titular de la acción internacional. También lo es cuando
resultan afectados una persona física o jurídica de su nacionalidad,
pues se entiende que el derecho lesionado es un derecho del Estado. En
ta! sentido, la Corte Permanente de Justicia Internacional en el caso
Mavrommatis entendió: “. . .Al hacerse cargo de uno de sus nacionales
y recurrir a la acción diplomática o a un procedimiento internacional en
su nombre, el Estado en realidad hace valer un derecho proipio: el derecho
a asegurar, en la persona de sus nacionales, el respeto por las normas del
Derecho Internacional” 41.
A consecuencia de esto, aunque el particular haya hecho una recla-
mación intema previa. se la considera una etapa nueva y diferente, cuyo
ejercicio es facultativo para el Estado.
En las sesiones de los años ¡1931/32 del Instituto de Derecho Inter-
nacional en las cuales se debatió el tema de la Protección diplomática,el
Profesor Borchard destacó que la proteccióndiplomática solo podía ser
aceptada transitoriamente mientras el orden internacional no ofreciera al
individuo damnificado medios internacionales de protección.
Existe actualmente la tendencia a otOrgar directamente a los indi-
viduos un derecho de reclamación internacional, frente al Estado o ante
una instancia internacional, para tratar de solucionar los defectos de la
posición tradicional: su carácter facultativo :para el Estado; el principio
de la nacionalidad de la reclamación; que la indemnización se determine
con independencia de los daños efectivamente causados al particular; y,
fundamentalmente deSpojar a la reclamación de su contenido'político.
Así el nuevo proyecto Harvard faculta en su artículo 22, a que el
reclamante presente su reclamación al Estado responsable o directamente
a un Tribunal Internacional si tal Estado ha conferido a éste jurisdicción
sobre tal reclamación. El inc. 3 de este art. empresa: “Sujeto al art. 25,
:1 reclamante no podrá evitar de presentar directamente su reclamación
al Estado responsable o al Tribunal Internacional si el Estado del cual él
es nacional rehusapresentar su reclamación o no haya Estado que pueda
ser titular de tal reclamación". El art. 23 concilia los intereses del Es-
40 CHARLES ROUSSBAU. op. cin, pág. 349.
4' Tomado de F. V. GARCÍA AMADOR, Miriam. nom 23, pág. 189.
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tado con los de su nacional en cuanto faculta a aquél a .presentar la
reclamación, aún en el caso de que la haya presentado previamente
el individuo, suspendiéndose el derecho de éste mientras el Estado sos-
tenga la reclamación 42.
El proyecto de García Amador en su art. 21 faculta al individuo
a: “. . .entablar la reclamación internacional para obtener la reparación
del daño que se le ha causaldo ante el organismo a que se haya conferido
competencia a ese efecto por convenio entre el Estado demandado y el
Estado de la nacionalidad, o entre el primuo y el propio extranjero”. El
art. 22 establece que el Estado podrá entablar la reclamación en el caso
por actos contrarios al Derecho Internacional cometidos por otro Estado,
demandado consienta la subrogación del individuo por el Estado. o en
caso de que el daño u omisión trasciendan el daño causado al extranjero
afectando un interés general del Estado ‘3.
Ambos proyectos son “lege ferenda”, tratan de crear nuevas bases
para la responsabilidad internacional; se justiﬁca en los casos de contro-
versias por derechos patrimoniales de particulares en los cuales las razones.
que justifican su ejercicio se reducen a un mínimo, pero es dudoso que
puedan conmover la idea tradicional de la protección diplomática, pues
es difícil distinguir en un caso internacional ,la separación entre el interés
individual y el interés general del Estado.
Hans Kelsen observa que: “El D. Internacional sólo en casos excqp-
cionales obliga o faculta directamente a los particulares. Si tales casos
se convirtieran en regla general, la línea divisoria entre el D. Internacional
y el nacional desaparecer-ía"4‘.
La protección diplomática.
Consiste en el ejercicio de la reclamación internacional por el Estado,
en los casos en que el hecho ilícito internacional no ha sido dirigido contra
él, sino contra la persona o bienes de sus nacionales. “En un derecho
del Estado que se origina en el deber de proteger a sus nacionales"“. La.
Corte Permanente de Justicia Internacional en el caso Mavrommatis ex-
presó: “Es un principio elemental del Derecho Internacional que el Estado-
tiene el derecho de proteger a sus nacionales cuando se les ocasiona daños
por actos contrarios al Derecho Internacional c0metidos por otro Estado,.
del cual no han podido obtener satisfacción por las vías ordinarias” ‘°.
42 Ibidcm, nom 2, pág. 578-
43 Ibídm, nota 14, pág. 189.
44 HANS KBLSEN, op. ein, pág. 414.
45 Ver M. AGUILAR NAVARRO, “la responsabilidad internacional y los traba-
jos del Instituto de Derecho Internacional", Ruﬁna Expciok Ja Derecho Internacio-
nal (Vol. IX, núm. 3, 1956), pág. 526.'
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Generalmente se causan tales daños cuando el extranjero reside en
val territorio del Estado demandado, es decir, sujeto a su soberanía y
jurisdicción. Hay dos criterios para determinar la legalidad de los actos
que ejercite el Estado respecto de los extranjeros en estas circunstancias,
el del “International standar of justice” y el de “igualdad entre nacionales
y extranjeros”.
Según el primero el Estado incurre en responsabilidad si no trata a
los extranjeros conforme a las normas aceptadas por la comunidad inter-
naciOnaJ. El segundo en cambio, de‘olina la responsabilidad cuando los
extranjeros disfrutan de la misma situación jurídica que los nacionales.
Este último es sostenido por los países latinoamericanos rpara impedir un
abuso de ¡laprotección diplomática.
Se tiende actualmente a conciliar ambos principios. García A-mador
propone para ello que la protección diplomática pueda ejercitarse en el
caso que se hayan violado “derechos humanos y libertades reconocidas
internacionalmente" y los enumera en el inc. 29 del art. 10 de su ante-
proyecto ". Por su parte el nuevo pro-yecto Harvard en sus arts. 6 y
8 (2) considera ilicitos a los actos que sean una clara y discriminatoria
violación del derecho del Estado, aplicando la norma del trato como al
nacional o si se apartan irrazonablemente de los principios de justicia
reconocidos por los principales sistemas legales del mundo.
Obligación de agotar todas las posibilidades que chance el
derecho himno.
El Estado no puede ejercitar la protección diplomática hasta que
el particular damnificado no haya agotado ¡todoslos medios legales, admi-
nistrativos y judiciales que ofrece el Derecho Interno del Estado cau-
sante del daño para reparación del acto antijrurídico. La Corte Inter-
nacional de Justicia decidió en el caso I‘nterhandel que: Eran lícitas las
excepciones preliminares de los E.U.A. a la jurisdicción de la Corte,
puesto que era inadmisible la solicitud de la Confederación Suiza, en
razón de que la Interhandel no había agotado las posibilidades locales
de que'disponía en los tribunales ¡delos E.U.A. 4°.
Esta obligación parte del supuesto de que el extranjero que ingresa
en un país, se somete al orden jurídico que en él impera, y no puede
desconocerlo en el caso de surgir un conﬂicto jurídico con ese orden 4°.
La opinión dominante considera a la regla como un “auténtico presu-
puesto ‘procesal” que aplaza el planteamiento en términos diplomáticos
4° Public. C. P: J. 1., núm. 12. pág. 12.
47 Ibidem, nota 14, pág. 200.
43 Naciones Unidas, "la Corte Internacional de Justicia", (24164/Dic. 1961).
49 Ver BOUCHARD, T ba Diplomas}: Prondion of Citizen: Abroad (1915).
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de un acto ilícito hasta que no se haya sacado todo el provecho de los
remedios locales, pero la responsabilidad en si misma surge Mediata-
mente de la violación, '_conprescindencia de este agotamiento 5°.
David R. Mumrrnering observa que el tribunal internacional no debe
interpretar el principio literalmente, sino considerar las circunstancias
que lo rodean, y si los remedios locales acuerdan una “reparación apro-
piada”, y no que el reclamante se someta a ellos como un mero “ejer-
cicio judicial”“1. Así el nuevo proyecto Harvard considera en su art.
19, que no hay medios legales disponibles cuando: \“a) Si no hay un
recurso a través del cual se pueda obtener una substancial reparación,
b) _Si se impide un recurso por un acto u omisión atribuida al Estado,
c) Si solamente se otorgan recursos lentos o la Justicia es irrazonable-
mente dilatada.
El principio que establece la obligación de agotar los recursos
internos, puede ser dejado de la'do en el caso de existir entre ambos
Estados un tratado ¡o compromiso de arbitraje que exima expresamente
de tal requisito para el ejercicio de la reclamación.
Principio de la nacionalirhd «¡e la reehnaión. -
Para que pueda ejercitarse la protección diplomática es necesario
también que la persona tenga la nacionalidad del Estado reclamante. Esta
se determina según el derecho nacional del Estado en cuestión. Pero un




La nacionalidad desde el punto de vista del Derecho Internacional
es un estado de cosas continuado, no un hecho físico o un acto aislado,
es una relación entre el Estado y el individuo que implica deberes y
derechos para ambos. En el caso Nottembohm, la Cor-te Internacional
de Justicia decidió gue: “En el lazo de la nacionalidad entre un Estado
y una persona lo único que confiere al Estado el derecho de presentar
una demanda internacional en su nombre”. Y más adelante agrega: “En
el
.plano internacional la concesión de la nacionalidad tiene derecho a
ser reconocida por los demás Estados sólo en el caso de representar
una vinculación genuina entre el individuo y el Estado que concede lanacionalidad” “2.
El proyecto Harvard también establece en ¡su art. 23 inc. 3 que":“Un Estado no puede presentar una reclamación a- favor de una persona
5° MARIANO AGUILAR NAVARRO, op. cia, pág. 550.
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"The content of the Duty to exhaust local judicial remedies", Tbc 'Amn'an¡“mi af IIIth Low (Vol. 58. 1964, num. 2), pág. 402.
62 Corre Internacional de Justicia, Remi] 1955. pis. 20 y ss.
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que es su nacional si tal persona no tiene una genuina vinculación de
sentimientos, residencia u otros intereses con ese Estado".
Es necesario además que el individuo conserve la nacionalidad
del Estado reclaman-te hasta el momento en que se solucione el litigio
internacional. Si el individuo llega a fallecer, el derecho se transmite
a sus causa-habientes, pero a condición que éstos tengan la misma nacio-
nalidad. Así un fallode la Comisión arbitral Británico-Mexicana des-
conoció el derecho de la esp05a de un súbdi-to inglés, quien le había lega-
do la indemnización por daños sufridos en una revolución en Méjico,
pues ella, perdió la nacionalidad inglesa en virtud de un segundo ma-
n'imonio 53.
El Derecho Internacional reconoce el derecho del Estado de ejer-
oer su protección diplomática en favor de las personas jun'diCas que
tengan su nacionalidad, pues de lo contrario se ¡daría el contrasentido
de que mientras el Estado ¡puededefender los intereses de sus nacionales
cuando actúen como particulares, no podría hacerlo en el caso de que
sus intereses nacionales revistan la forma de una ¡persona jurídica.
Independientemente de la nacionalidad de la sociedad, cabría la
protección de los accionistas que tengan una parte importante del haber
social por el Estado de su nacionalidad frente al ¡Estadocuya nacionali-
dad posca la Sociedad. El primer .caso en que se planteó este problema
fue el asunto Delagoa Bay Co 5‘.
También fue planteado por Bélgica ante la Corte Internacional de
Justicia, en el caso de la “Barcelona Traction Light aqd Power Com-
pany”, compañía canadiense. La demanda sostiene que las acciones de
ia compañía han pertenecido por más de _25años a nacionales belgas,
surgiendo de esta circunstancia el derecho de 'protección de Bélgica.
En el caso Banco Nacional de Cuba s/Sabbatino, planteado ante
la U. S. Court of Appeals of New York, el primero entendió que no
había violación del Derecho Internacional debido a que la compañía
expropiada fue constituida _en (hiba. ¡Pero el Tribunal entendió que si
más del noventa
.por ciento de los accionistas eran ciudadanos norteame-
ricanos, y gue expresamente el decreto Cubano número 851, indicaba
que tomaba medidas de expropiación debido a la nacionalidad de los
propietarios, si un Estado accionaba contra una persona jurídica debido
a la nacionalidad de los tenedores de acciones, es inconsistente para ese
53 ¡cruz SEIDL’HOHENVELDERN, ap. al, pág. 171.
54 Ver ALEXANDER MAmov, "Consideraciones sobre el derecho de Protección
diplomática", Rei/¿na EJpañoIa de Derecha Internacional (Vol. VIII, núm. 3, 1955),pág. 530. Ver también el mo "El Oro Mining and Railway Company lt", IGNAZ
SBlDL-HOHBNVBLDERN. op. cin, pág. 88.
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mist Estado considerar la validez de tal tratamiento solamente a tra-
vés de la ficción de la persona jurídica 5“.
Efectos de la protección diplomática.
El ejercicio de la protección diplomática es facultativo del Estado,
y el particular no puede ¡obligaral Estado a ejercerla. En el caso
Gschwind, en el cual este ciudadano suizo que había sido afectado por
medidas británicas demandó a su país ¡ante el Tribunal .Federal Suizo,
exigiendo una indemnización por el no ejercicio de la protección, ale-
gando la existencia de una relación de representación casi contractual,
el Tribunal le negó el derecho por entender que el Estado no estaba
obligado a otorgar tal protección.
Dado este carácter facultativo, el particular que ha hecho inver-
siones en el exterior puede encontrarse en la situación ¡que el Estado del
cual el es nacional, por motivos políticos deje de protegerlo. Los acuer-
dos sobre Garantias de Inversiones solucionan esto, por cuanto el Estado
de origen asegura al particular la reintegración de .lo invertido en el
país con el cual se celebró el acuerdo.
El Estado tiene también facultades disorecionales en la determi-
nación de lo que va a exigir como indemnización, y aún en el destino
de lo que obtenga. La facultad de distribuir la indemnización es patente
en los acuerdos globales (lump sum agreements) en los cuales el Estado
demandante obtiene una indemnización única {por los distintos daños
causados a sus nacionales.
FJdebu'derepal-ar.
En el fallo ya transcri-pto de la Corte Permanente de Justicia In-
ternacional en el asunto Chorzow, está expuesto claramente el principio
de que el Estado infractor está obligado a reparar en su totalidald al
daño por él causado cualquiera sea su naturaleza y que sea consecuencia
del acto ilícito. García Amador destaca en el sexto Informe que pre-
sentó a la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas,
que ninguno otro capítulo de la responsabilidad internacional se halla
en tan franca anarquía, tanto en la práctica diplomática como en la
arbitral, y en la doctrina científica. También destaca gue la preparaciónestá vinculada a la idea de castigo o pena del acto ilícrto que ha causado
el daño, ya sea por el carácter de las medidas de satisfacción o por el
quantum de los daños y perjuicios que el Estado debe abonar 5°.
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Las dos formas de reparar los daños causados por un acto u omi-
sión con-trario al Derecho Internacional, son la reparación prepiamente
dicha y la satisfacción. Así el proyecto preparado por el Intitut du Droit
International en 1927, expresa en resolución: “La responsabilidad del
Estado comprende la reparación de los daños sufridos en cuan-to se
presenten como consecuencia de la inobservancia de la obligación inter-
nacional. Comprende además si hay lugar a ello según las circunstancias
y de conformidad con los principios del derecho de gentes, una satis-
facción ¡alEstado lesionado en la persona de sus nacionales, en forma
de excusas más o menos solemnes y en los casos apropiados, el castigo-
disciplinario o de otra índole de los culpables”57.
Dent-o del sentido amplio de la reparación se comlprende tanto la-
indemnización como la satisfacción, pero tradicionalmente la reparación
stricto sensu, se concibe como compensación del daño material causado
y en cambio la satisfacción supone la reparación del daño moral y polí-
tico causado al Estado, es decir el daño inmaterial. Para García Amador
en cambio en lOs casos que se paga una ¡indemnizaciónÏque excede el
daño causado, ésta presenta el carácter punitivo propio de la satisfac-
ción, siendo esto consecuencia del carácter indiferenciado de la respon-
sabilidad civil y de la penal dentro del Derecho Internacional 53.
La reparación stricto sensu puede consistir en una simple restitu-
ción, que tienda a borrar todas las consecuencias del acto ilícito, y resta-
blezca la situación anterior a ésta; o revestir el carácter de una indem-
nización de daños y perjuicios, si esto no fuera posible.
La primera forma, o “restitutio in integrum”, puede ser material
o jurídica, según la naturaleza del daño causado. Ejemplo de lo primero-
puede ser la devolución de un bien expropiqzlo: de la restitución jurl-
dica, la ,'abrogaciónde una medida legislativa o judicial.
Cuando la “restitutio in integrum” resulta imposible o es insufi-
ciente corresponde la indemnización; ésta comprende el daño emergente
del acto ilícito y también el lucro cesante que estén en conexión causal
con el acto ilícito.
La satisfacción comprende un gran número de medidas destinadas
a restablecer el honor o prestigio del Estado dañado por el acto ilícito
internacional. Dentro de las medidas de satisfacción las excusas diplo-máticas son las más frecuentes en la práctica internacional. Otras son-
el castigo de lo sculpables de daños causados a extranjeros o la segu-
ridad que dé el Estado demandado de no repetición de actos similares.
57 Apéndice, ibidcm, nota 23.
53 F. V. GARCÍA AMADOR, ibidm, nota 14, pág. 16.
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